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San  Salvador,  Centro-Amériea  -¡y 
Octubre  6  de  188fl  J 


Señores  Secretarios  de  la  (Real  Academia 
d.e  Jurisprudencia  y  Legislación,  (D. 
Antonio  (Rodriguez  Vilallonga  y  L). 
Lorenzo  Moret. — Madrid. 


Muy  rqiog: 


ESDE  que  vino  á  mis  manos  el  valioso  título 
de  académico  correspondiente,  con  que  en  25 
de  abril  del  año  próximo  anterior  me  honrara 
esa  distinguida  Sociedad,  me  propuse  formar 
estos  apuntes  sobre  la  legislación  centro-ame¬ 
ricana,  partiendo  desde  los  tiempos  más  remotos  y 
continuando  con  el  largo  período  del  coloniaje  espa¬ 
ñol,  para  concluir  con  las  reformas  en  la  actualidad 
alcanzadas  en  tan  importante  materia.  Abraza,  pues, 
tres  partes  este  estudio;  y  aunque  desprovisto  de 
mérito,  la  Academia  lo  acogerá  sin  duda  con  el  be¬ 
névolo  espíritu  que  la  anima  al  juzgar  los  trabajos, 
que  á  su  consideración  ilustrada  se  someten. 


Si  Ileviimos  uuestras  investigaciones  basta  los 
pueblos  mas  antiguos  (lue  ocupaban  este  territorio, 
advertimos  (jue,  no  ot)stante  la  rudeza  desús  costum¬ 
bres  y  la  falta,  de  conocimiento  exacto  de  los  princi¬ 
pios  de  justicia,  tenían  sus  leyes  y  sus  autoridades  en¬ 
cargadas  de  (‘jecutarlas,  aun  cuando  el  criterio  que 
la  legislación  prevaleciese  fuera  un  reflejo  del  es- 
do  de  cultura  relativa  en  que  aquella  sociedad  se 
tllaba  en  acjuel  entonces. 

Vicioso  y  deficiente  era  pues  el  sistema  de  le¬ 
gislación  de  los  aborígenes  de  la  América-Central; 
y  si  su  derecho  público  presentaba  algunos  signos 
de  adelanto  en  la  organización  del  gobierno,  no  su¬ 
cedía  igual  cosa  cou  el  internacional  (jue  practicaban; 
las  diversas  tribus  que  poblaban  el  país  se  hacían 
frecuentemente  la  guerra,  sin  causa  justa,  sin  decla¬ 
ratoria  previa  y  sin  otro  móvil  que  la  ambición  in¬ 
moderada  de  ensanchar  sus  dominios;  algunos  de  los 
rasgos  de  inhumanidad  que  allá  en  siglos  pasados 
ofrecía  el  derecho  de  gentes  en  Europa,  como  lo  ex- 
jdica  el  notable  publicista  señor  Milla,  ('•')  se  encon¬ 
traban  también  en  el  de  estos  países  :  destruíanse  las 
ciudades  tomadas  por  los  vencedores,  talábanse  los 
campos  y  reducíase  á  la  esclavitud  á  los  prisioneros 
cuando  no  se  les  sacrificaba  á  los  ídolos. 

En  el  Quiche  se  administraba  justicia  por  tribu¬ 
nales  compuestos  de  individuos  elegidos  de  la  alta  cla- 
;  se  social,  y  no  se  les  [)odía  separar  del  cargo  mien- 
;tras  lo  de.semj)eñaran  con  Inexactitud  necesaria. 
Esos  jueces  conocían  de  todos  los  asuntos,  menos  de 
los  que,  por  su  particular  importancia,  estaban  re- 
servados  al  monarca. 

Prodigábase  en  gran  manera  la  pena  capital, 

(")  Eu  los  volúmenes  de  historia  patria  debidos  á  la  pluma  de  ese 
distinguido  centro-americano,  se  encuentran  algunos  de  los  datos  con  que 
tejemos  este  escrito  en  lo  que  se  refiere  íí  las  leyes  de  los  antiuuos  indios  y 
al  estahlecinjieuto  de  la  audiencia. 
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incurriendo  en  ella  el  homicida,  el  adúltero,  el  la¬ 
dren  consuetudinario,  el  extranjero  que  cazaba  ó 
pescaba  en  los  bosques  ó  ríos  de  la  |)rovincia;  el  que 
descubría  los  secretos  de  la  guerra,  ó  se  pasaba  al 
enemigo,  ó  dif.unabaal  rey;  el  incendiario,  etc.,  etc. 

El  modo  de  ejecutar  la  pena  consistía  muchas 
veces  en  despeñar  de  grandes  alturas  á  los  reos. 

Entre  los  quichés  se  empleabael  tormento  com’^ 
medio  de  prueba.  4 

Las  leyes  penales  de  la  Yera-Paz  eran  casi  las 
mismas  del  Quiche.  El  soltero  que  ¡ibusaba  de  una 
mujer  doncella,  estaba  obligado  á  tom-irla  por  esposa; 
y  el  que  cometía  adulterio  con  la  mujer  de  algún 
señor,  sufría  desde  luego  el  último  suplicio,  ó  se  le 
reservaba  para  ser  sacrificado  á  los  ídolos  en  días 
de  festividades. 

En  Cuscatlán  se  castigaba  con  la  pena  capital  el 
menosprecio  de  los  ritos  y  ceremonias  religiosas, 
lo  mismo  que  el  ayuntamiento  carnal  entre  parientes. 

En  Nicaraena  no  había  pena  señalada  para  los 
homicidas;  y  si  el  muerto  era  un  hombre  libre,  se 
compelía  al  matador  ú  resarcir  el  daño  de  algún 
modo. 

No  debe  parecer  (  hocante  el  lujo  de  severidad 
que  se  nota  en  el  castigo  de  ciertos  delitos,  si  se  atien¬ 
de  á  que  la  legislación  de  la  Edad-Media  en  Europa 
no  se  distinguía  tampoco  por  un  espíritu  benigno  y 
humanitario,  aun  cuando  en  esta  última  resplandez¬ 
can  en  alto  grado,  como  tiene  que  ser,  los  eternos 
principios  de  justicia. 

Tal  era  el  sistema  penal  de  estos  países  antes 
de  la  conquista  española;  y  sin  embargo,  muchas  de 
esas  prácticas  continuaron  después  en  vigor  entre  los 
indios  de  la  Yera-Paz  y  de  otras  provincias,  apro¬ 
badas  expresamente  por  Felipe  II,  en  cédula  expe¬ 
dida  en  Yalladolid  á  6  de  agosto  de  1566. 

Efectuada  la  transformación  deducida  de  la  con- 
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quista  de  estas  comarcas  por  los  españoles,  el  go¬ 
bierno  de  la  metrópoli  hizo  extensivos  á  las  nueva- 
colonias  los  códigos  vigentes  en  la  Península. 

El  Fuero  Juzgo,  el  mas  perfecto  y  acabado  que 
se  conoce  de  aquella  época  en  que  empezaban  á  desa¬ 
rrollarse  ideas  nuevas  y  diferentes  de  las  que  el 
pueblo  romano  había  j)ropagado;  el  Fuero  Juzgo,  en 

\uyos  doce  libros  se  descubren  los  esfuerzos  de  un 
egislador  ilustrado  que  lucha  contra  la  violencia  y 
la  irreíiexión  de  las  costumbres  bárbaras,  estuvo  vi¬ 
gente,  en  la  parte  (pie  le  coria  spondía,  en  la  Amé- 
rica-Central,  no  solo  en  el  largo  período  del  colonia¬ 
je,  sino  por  muchos  años  más,  sin  desaparecer  hasta 
que  no  se  forniai'on  los  nuevos  cuerpos  de  derecho;  y 
hay  que  notar  que  fueron  Nicaragua  y  Costa-Rica 
los  primer(}s  Estados  centro-americanos  que  comen¬ 
zaron  á  darse  una  legislación  ]irofiia. 

Al  lado  del  Fuero  Juzgo  estuvo  también  en  vigor 
en  estos  países,  como  tenía  (|ue  ser  y  según  el  oriáen 
de  prelación  establncido,  el  famoso  Código  de  las 
Siete  Partidas,  dictado  para  España  en  el  siglo  XTII, 
y  en  el  que  se  adoptaron  los  principios  de  las  leyes 
romanas,  con  jireferencia  á  las  godas. 

No  puede  hablarse  de  esos  cuerpos  de  derecho 
sin  mencionar  la  muy  importante  Recopilación  de  In¬ 
dias,  que  aquí  rigió  en  aquellos  tiempos,  lo  mismo 
que  la  Nueva  y  la  Novísima  Recopilación  _y  tantas 
reales  cédulas  y  órdenes,  (pie  se  aplicaban  para  de¬ 
cidir  los  pleitos  y  causas  en  lo  civil  y  en  lo  criminal. 

A  mediados  del  siglo  XVI  se  dispuso  en  PIspaña 
el  establecimiento  de  una  audiencia  para,  estos  paí¬ 
ses,  compuesta  al  principio  de  cuatro  (.idores  letra¬ 
dos:  denominósele  “de  los  Confines,”  y  debía  cono¬ 
cer  en  vista  y  revista  de  todas  las  causas  criminales 
pendientes  y  de  las  que  se  promovieran  en  lo  suce¬ 
sivo,  sin  concederse  apelación  de  las  sentencias  que 
pronunciára  :  idénticas  facultades  se  le  otorga- 
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ban  en  los  negocios  civiles,  y  solo  se  dejaba  el  recurso 
ante  el  Consejo  de  Indias  en  los  casos  en  que  el  asun¬ 
to  versase  sobre  cantidad  de  diez  mil  pesos  de  oro 
arriba. 

Debía  residir  la  audiencia  en  un  punto  fronte¬ 
rizo  de  las  provincias  de  Gfuatemala,  Honduras  y 
Nicaragua;  y  por  esa  razón  se  le  dio  el  nombre  de 
“los  Confines.” 

Para  organizaría,  expidió  el  Emperador  en  Ya^- 
lladolid,  en  setiembre  de  154.y  una  cédula,  desig¬ 
nando  los  tres  oidores  que,  bajo  la  presidencia  del 
licenciado  Maldonado,  habían  do  formar  el  tribunal: 
éste  debía  establecerse  en  la  villa  de  la  Concepción 
de  Comayagua. 

Inmensa  era  la  parte  dt^  territorio  señalado  á 
su  jurisdicción,  pues  comprendía  en  su  origen  las  pro¬ 
vincias  de  Yucatán,  Tabasco,  Cozumel,  Chiapas,  So- 
conuzco,  Guatemala  (cqn  San  Salvador),  Honduras, 
Nicaragua  (con  Costa -Rica),  Yeragua  y  el  Darién. 

Tratábase,  á  favor  del  establecimiento  de  esc 
tribunal,  de  que  prevaleciesen  las  leyes  y  cesara  la 
arbitrariedad  de  los  gobernadores  y  oficiales  reales. 

El  presidente  Maldonado,  al  llegar  los  oidores 
a  Comayagua  á  principios  del  año  1544,  los  invitó 
á  establecer  el  tribunal  en  Gracias.  Obsequiada  la 
invitación  por  los  letrados,  instalóse  solemnemente 
la  audiencia  el  diez  y  seis  de  mayo  en  ese  último  punto, 
encontrándose  allí,  además  del  mismo  Maldonado, 
el  obispo  de  Guatemala  y  el  adelantado  de  Hondu¬ 
ras  don  Francisco  de  Montejo. 

Capole,  pues,  á  la  ciudad  de  Gracias  la  honra 
de  ser  la  primera  capital  de  las  provincias  españo¬ 
las  comprendidas  desde  Yucatán  hasta  el  Darién. 
Más  como  la  ciudad  de  Guatemala  fuese  la  mas  im¬ 
portante  de  todo  el  reino,  solicitó  de  la  corte  el  li¬ 
cenciado  Alonso  López  Ce r rato,  al  hacerse  cargo 
mas  tarde  de  la  presidencia,  que  á  ella  se  trasladara 
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el  tribunal:  obtúvose  la  autorización  necesaria,  es¬ 
tableciéndose  allá  la  audiencia  en  1549. 

Algunos  años  después  se  publicó  en  Guatemala 
una  real  cédula,  en  que  se  disponía  la  traslación  de 
ese  alto  tribunal  á  Panamá,  á  donde  debía  conducir 
el  sello  real  el  Dr.  Barros,  único  oidor  que  se  con¬ 
sideraba  en  ejercicio  de  sus  funciones,  por  cuanto 
^s  demás  habían  sido  depuestos  de  sus  cargos  á 
\)nsecuencia  de  faltas  mas  ó  menos  graves  por  ellos 
cometidas.  Natural  es  que  en  general  se  haya  aco¬ 
gido  con  disgusto  semejante  providencia,  pues  con 
ella  se  privaba  á  estos  países  del  medio  de  obtener 
pronta  justicia. 

A  la  audiencia  de  Panamá  quedaban  sujetas  las 
provincias  de  Honduras  y  Nicaragua  (con  Costa  -Ri¬ 
ca);  y  á  la  de  Méjico,  las  de  Guatemala  (con  el  Sal¬ 
vador),  Chiapas,  Soconuzco  y  Yera-Paz. 

No  corrió  mucho  tiempo  sin  que  comenzáran  á 
sentirse  los  inconvenientes  deducidos  de  disposición 
tan  absurda  :  los  interesados  en  las  apelaciones  te¬ 
nían  que  acudir  á  tribunales  situados  á  tantas  y  tan¬ 
tas  leguas  de  distanciu. 

El  virtuoso  padre  Las  Casas,  que  tanto  interés 
tomaba  por  estas  colonias  y  que  á  la  sazón  residía 
en  Toledo,  queriendo  poner  remedio  al  mal  que  se 
lamentaba,  pasó  á  Madrid,  á  gestionar  para  que 
volviese  la  audiencia  á  Guatemala,  deseoso  de  llenar 
á  la  vez  el  encargo  que  sobre  este  asunto  le  hicieran 
los  frailes  dominicos  de  estos  ])aíses.  Gestiones  tan 
valiosas,  unidas  al  empeño  del  procurador  que  en  la 
corte  acreditara  el  ayuntamiento  de  la  dicha  ciudad 
de  Guatemala,  tuvieron  la  virtud  suñciente  para  con¬ 
seguir  el  objeto  propuesto:  en  15G8  se  dispuso  el  re¬ 
greso  del  tribunal  supremo  á  la  población  citada,  y 
se  nombró  el  presidente,  los  oidores  y  hscal  <jue  de¬ 
bieran  componerlo. 

Refiéranse  casos  en  que  la  aufiiencia  mandó 


aplicar  la  pena  del  fuego  y  otras  de  las  mas  severas 
del  cddigo  de  las  Partidas;  pero  no  siempre  se  cum¬ 
plían  tales  fallos,  ya  por  oponerse  á  ello  las  cos¬ 
tumbres  suaves  de  esta  sociedad  naciente,  ya  porque 
alguna  vez  fue  causa  de  motines  la  tentativa  de  en¬ 
tregar  á  las  llamas  a  los  reos.  Así  fueron  cayendo 
por  acá  en  desuso  tan  crueles  castigos,  aun  antes  de 
que  en  España  se  les  declarase  abolidos;  y  comenzó? 
á  aparecer  la  jurisprudencia  consuetudinaria,  6  sea 
el  arbitrio  de  los  jueces,  fundado  en  la  costumbre. 

Conformándonos  con  el  exacto  juicio  del  ilustra¬ 
do  historiador  nicaragüense  señor  Aj'dn,  correspon¬ 
de  agregar  que  era  bien  defectuosa  la  manera  en  que 
estaba  organizado  en  aquella  época  el  supremo  tribu¬ 
nal:  en  él  se  concentraban  los  asuntos  judiciales,  eco¬ 
nómicos,  políticos,  gubernativos  y  otros;  y  esa  con¬ 
centración  perjudicaba  al  pronto  despacho:  los  magis¬ 
trados  de  la  audiencia  eran  también  alcaldes  del  cri¬ 
men,  y  servían  otros  cargos  3"  judicaturas  especiales. 

La  jurisdicción  civil  3"  criminal  en  primera  ins¬ 
tancia,  estaba,  por  lo  demás,  á  cargo  de  los  alcaldes 
ordinarios  de  los  ayuntamientos  en  las  varias  provin¬ 
cias,  y  de  los  corregidores  3'  jueces  de  letras  que  fue¬ 
ron  estableciéndose. 

Cuando  se  despose3^ó  de  su  antigua  autoridad 
á  los  caciques  de  los  pueblos  de  indígenas,  el  presi¬ 
dente  Cerra to  devolvió  á  esos  pueblos  el  grado  de 
autonomía  compatible  con  la  situación  en  que  los  co- 
locára  la  conquista,  3'  se  establecieron  en  ellos  los 
cabildos  compuestos  de  los  mismos  indios,  estando 
únicamente  éstos  sometidos  en  materia  de  faltas,  á 
la  jurisdicción  de  los  alcaldes  de  su  propia  raza,  y 
no  los  blancos  ni  mestizos  que  entre  ellos  por  acaso 
se  encontráran;  pues  estaba  prohibido  que  en  las 
poblaciones  de  los  naturales  se  estableciesen  indivi¬ 
duos  de  raza  distinta,  si  bien  semejante  prohibición 
no  fué  siem|)rc  respetada  ú  obedecida. 
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Por  lo  demás,  debemos  hacer  notar  que  no  es¬ 
taban  muy  recargados  de  trabajo  los  tribunales  en 
aquella  época,  ni  en  lo  civil  ni  en  lo  criminal :  los  ne¬ 
gocios  y  transacciones  mercantiles  guardaban  pro- 
porciu'n  con  el  modo  de  ser  del  país  en  general :  la 
agricultura  y  la  ganadería  producían  aun  escasos 
rendimientos,  por  ser  reducido  el  número  de  empre¬ 
sarios:  la  cifra  de  las  casas  de  comercio  era  insig¬ 
nificante;  y  es  bien  sabido  que  la  muchedumbre  y 
variedad  de  las  relaciones  sociales  engendran  com¬ 
plicaciones  que  exigen  á  menudo  el  concurso  de  la 
autoridad  judicial.  Por  otra  parte,  la  sencillez  de 
costumbres  en  aquel  entonces,  la  menor  densidad  de 
población  y  los  hábitos  de  obediencia  á  la  ley  y  respe¬ 
to  al  magistrado,  eran  causas  bastantes  para  que  las 
cárceles  estuviesen  casi  desiertas  :  la  estadística  cri¬ 
minal  es  hoy  menos  satisfactoria  que  antes,  debido 
sin  duda  á  las  continuas  revueltas  y  trastornos  que 
han  agitado  á  Centro-América  y  que  han  descarga¬ 
do  rudos  golpes  sobre  la  moral  en  las  clases  menos 
cultas  y  mas  propensas  al  abuso.  La  paz,  con  su 
acción  saludable,  y  la  escuela,  con  su  beneficiosa  en¬ 
señanza,  irán  trayendo  el  remedio  á  los  males  que 
se  deploran;  así  disminuirán  los  delitos  de  sangre  y 
en  general  las  trasgresiones  de  la  ley. 

No  puede  decirse  con  exactitud.que  el  bienestar 
material  que  vamos  alcanzando,  se  desarrolle  á  ex¬ 
pensas  de  la  moralidad  pública  :  no  es  cierto  que  los 
hombres  se  corrompan  en  lo  moral  á  medida  que  me¬ 
joran  materialmente  de  condición.  Es  imposible  que 
nosotros  seamos  peores  que  nuestros  padres  :  la  razón 
y  los  hechos  concuerdan  para  refutar  tales  asercio¬ 
nes;  pero  todo  nos  impone  el  deber  de  esforzarnos 
para  que  nuestros  hijos  sean  mejores  que  nosotros. 

Declarada  la  Independencia  en  setiembre  de 
1821,  comenzó  á  cambiar  la  faz  de  las  cosas,  no  solo 
en  lo  político  y  administrativo,  sino  en  el  ramo  judi- 
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cial,  á  fin  de  conseguir  que  se  expeditase  la  distribu¬ 
ción  de  la  justicia.  Aumentóse  pocoá  poco  el  núme¬ 
ro  de  jueces  de  primera  instancia,  aunque  para  el 
servicio  de  tales  cargos  no  fuese  durante  algún  tiem¬ 
po  indisj)ensable  en  los  individuos  la  condición  de 
abogado  recibido:  fundáronse  además  cortes  supre¬ 
mas  eii  cada  uno  de  los  cinco  Estados;  á  pesarde  que 
el  espíritu  de  la  rencilla  que  desde  temprano  comenzó; 
á  entorpecer  nuestra  organización,  no  permitía  que 
las  reformas  en  el  particular  se  efectuasen  con  la  ce¬ 
leridad  (pie  reclamara  el  patriotismo. 

Sin  embargo,  lia  venido  encarnándose  en  Cen- 
tro-Ainérica  la  verdad  de  que  la  mala  administra¬ 
ción  de  la  justicia  es  una  de  las  causas  mas  activas 
del  retroceso  de  los  pueblos:  no  sin  fundamento  lian 
sostenido  los  espíritus  serios  y  perspicaces  (pie  la 
justicia  es  el  alma  de  la  sociedad  y  que  sólo  ella  pue¬ 
de  asegurarle  una  '-xistencia  robusta  y  libre  de  in- 
cpiietudes.  Procedióse,  pues,  á  dar  los  jiasos  nece¬ 
sarios  para  formar  nuevos  cuerpos  de  derecho,  y  que 
cesára  la  anaripiía  Eg;il  en  (pie  vivíamos. 

Oosta-Kiea,  puede  decirse,  fué  la  primera  sec¬ 
ción  centro-americana,  (pie  alcanzó  triunfos  en  tan 
hermoso  campo,  favorecida  por  la  tranquilidad  de 
que  disfrutara.  En  1841  entró  en  el  goce  de  un  Có¬ 
digo  llamado  “general”  y  que  contenía  el  derecho 
común,  encerrándose  en  él  no  solo  el  código  civil  y 
el  penal,  sino  taudiién  el  de  procedimientos.  Refor¬ 
mas  oportunas  y  en  no  escaso  número  se  les  han 
venido  introduciendo  con  el  lapso  del  tiempci;  y  el 
penal  ha  sido  reemplazado  con  el  que  se  emitiera  en 
abril  de  1880,  y  en  el  que  ya  no  tiene  cabida  la  pena 
de  muerte,  ni  la  de  presidio  perpetuo,  que  aun  sub¬ 
sisten  en  muchos  jiueVilos  cultos.  El  codigo  de  co¬ 
mercio  se  promulgó  desde  julio  de  1853;  es  el  mi.siiio 
de  España,  con  algunas  modificaciones.  El  militar 
no  lleva,  tan  larga  vida;  se  emitió  en  octubre  de 
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18T1.  En  cuanto  á  leyes  especiales,  existe  la  orde¬ 
nanza  de  minería,  el  reglamento  de  milicias  y  el  de 
hacienda,  la  ley  orgánica  de  tribunales,  la  de  con¬ 
cursos  y  la  hipotecaria.  Para  mejor  inteligencia  del 
código  civil  y  del  penal,  se  han  escrito  libros 
adecuados,  debidos  respectivamente  al  talento  de 
los  jurisconsultos  Jiménez  y  Orozco. 

Al  pasar  á  ocuj)arnos  de  Nicaragua,  conviene 
desde  luego  manifestar  que  ya  en  1837,  se  contaba 
eu  aquel  [¡ais  con  un  código  penal,  el  cual  quedó  de¬ 
rogado  por  el  que  rige  en  la  actualidad  y  se  mandó 
observar,  junto  con  el  de  instrucción  criminal,  en 
marzo  de  1879;  bajo  este  concepto,  sería  permitido 
decir  que  á  Nicaragua  cabe  la  gloria  de  haber  dado 
en  Centro-Aniérica  el  primer  paso  en  la  reforma  de 
la  legislación;  aunque,  como  Costa-Rica  tuvo  des¬ 
de  1841,  su  “código  general,”  comprensivo  del 
penal,  civil  y  de  procedimientos,  hemos  adjudicado 
el  primer  puesto  H  este  país.  El  civil  nicaragüense 
que  hoy  rige,  es  el  publicado  en  1871,  siendo  el  que 
sancionó  !a  legislatura  desde  marzo  de  1866,  pero 
con  algunas  enmiendas  que  posteriormente  le  fueron 
hechas.  El  de  comercio  se  dió  en  1869,  y  el  de 
hacienda  en  1871:  los  hay  además  de  minería  y  mi¬ 
litar,  así  como  también  otras  leyes  especiales  necesa¬ 
rias,  fuera  de  la  Recopilación  de  leyes  patrias,  hecha 
en  el  mismo  año  1871. 

Toca  ahora  el  turno  al  Salvador,  en  donde, 
desde  1854,  en  que  el  sabio  doctor  Menéndez  forma¬ 
ra  en  muy  breve  término  la  Recopilación  de  leyes 
patrias,  se  ha  venido  avanzando  hasta  adquirir  todas 
las  mejoras  de  que  bajo  este  punto  de  vista  disfrutan 
hoy  los  salvadoreños.  En  1857,  se  redactó  el  códi¬ 
go  de  procedimientos  civiles,  el  de  criminales,  y  el 
denominado  “de  fórmulas.”  De  1859  á  1861,  se  ela¬ 
boraron  el  civil,  el  penal  y  uno  nuevo  de  procedi¬ 
mientos  en  ambas  materias  :  el  de  comercio  se  traba- 
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jü  un  j)oeo  antes.  F]n  1873,  se  introdujo  el  juicio 
por  jurados  para  delitos  graves  y  de  imprenta;  ley 
que.  después  de  sufrir  varias  reformas,  se  hizo  osten¬ 
siva  en  1880,  á  toda  especie  de  delitos,  menos  á  los 
que  no  admiten  procedimiento  de  oficio.  En  i  875, 
fueron  promulgados  el  código  militar,  el  de  minería 
y  el  administrativo.  Más  no  por  eso  S(^  ha  dado 
tregua  á  las  tiireas  (jue  con  li  in  iteria  se  rozan;  por  el  -> 
contrario,  se  ha  seguido  trahajamlo  en  los  códigos,  para 
purgarlos  de  los  defectos  en  ellos  contenidos  y  poner¬ 
los  á  la  altura  que  reclaman  los  demas  adelantos  del 
país,  en  consonancia  con  el  espíritu  de  progreso  que  a- 
gitaálos  salvadoreños.  Una  nueva  edición  del  de 
procedimientos  civiles  se  publicó  en  1879;  yen  1880  y 
1881,  fueron  emitidos  nuevos  códigos  civil,  penal,  de 
procedimientos,  de  instrucción  criminal,  mercantil  y 
militar.  En  lo  que  toca  á  leyes  especiales,  como  la  hi¬ 
potecaria,  de  policía,  gobierno  de])artamental,  orde¬ 
nanzas  del  ejército,  etc.,  etc.,  hay  tantas  cuantas  se 
necesitan. 

Lo  mismo  que  los  otros  Estados  de  Centro-Amé- 
rica,  (fuatemala  posee  un  sistema  comj)leto  de  legi.s- 
lación.  En  su  historia  hace  época  el  año  1877:  en  él 
se  dieron  los  códigos  civil,  penal,  mercantil  y  los  de 
procedimientos;  y  después  se  ha  hecho  la  adquisición 
valiosa  del  militar  y  del  fiscal;  esto  sin  tomar  en¬ 
cuenta  las  muchas  otras  leyes  que  existen,  indispen¬ 
sables  cada  cual  en  su  línea,  como  la  de  ayuntamien¬ 
tos,  la  del  gobierno  departamental,  instrucción  pública 
en  sus  varios  grados,  etc.,  etc.  Para  el  estudio  del 
derecho  civil  se  cuenta  con  las  “Instituciones”  escri¬ 
tas  por  el  doctor  don  Fernando  Cruz;  y  para  el  del 
administrativo,  con  la  obra  elaborada  por  el  licen¬ 
ciado  don  Antonio  González  Saravia.  Desde  1868, 
estaba  hecha  en  Guatemala  la  Recopilación  de  leyes 
patrias:  la  Cámara  de  Representantes,  al  disponer  que 
se  publicara,  acordó  que  la  edición  no  se  considerase 
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con  autoridad  legal;  pero  siempre  fué  un  trabajo  útil, 
por  cuanto  presentaba  reunidos  en  cierto  orden  los  de¬ 
cretos  legislativos  y  los  gubernativos  de  observancia 
general.  En  1869,  se  confirió  al  doctor  don  Mariano 
Ospina  el  encargo  de  redactar  un  proyecto  de  código 
penal;  trabajo  con  que  ese  jurisconsulto  dio  cuenta  al 
gobierno  á  fines  de  1870,  y  que,  pasado  después  ú  la 
ióámara  de  Representantes,  quedó  sin  sanción  ni  estu¬ 
dio.  A  principios  de  1871,  se  había  también  comi¬ 
sionado  al  jurisconsulto  don  Ignacio  Gómez  para  la 
redacción  de  un  pro3’ecto  de  código  mercantil;  y  esa 
obra,  terminada  á  mediados  de  1872.  la  tuvo  á  la  vis¬ 
ta  la  nueva  comisión  codificadora  en  1876,  aprove¬ 
chándola  debidamente,  según  lo  expresa  el  informe 
({ue  precede  al  código  mercantil  que  hoy  está  en  vi¬ 
gor  y  al  que,  lo  mismo  que  al  civil  y  penal,  se  han 
introducido  no  pocas  reformas  enmiendas,  sugeri¬ 
das  por  la  práctica  á  los  abogados  y  jueces. 

En  la  historia  particular  de  Honduras  es  digno 
de  recuerdo  grato  el  año  1880,  en  el  que  fueron  emi¬ 
tidos  y  promulgados  los  códigos  civil,  penal  y  de 
procedimientos,  el  de  comercio  y  el  de  minería  :  en 
este  último  prevalece  un  espíritu  verdaderamente 
elevado  y  generoso  en  beneficio  de  los  que  se  con¬ 
sagren  á  la  explotación  de  los  minerales,  que  tanto 
abundan  en  territorio  hondureno;  así  se  favorece  el 
desarrollo  de  tan  importante  ramo  de  la  riqueza  pú¬ 
blica  en  el  país.  Incompleto  sería  el  bosquejo  que 
ejecutamos,  si  no  añadiéramos  que  también  en  Hon¬ 
duras  existen  las  leyes  especiales  requeridas  en  los 
varios  ramos. 

Centro- América  se  encuentra  libre  de  la  anar¬ 
quía  legal  en  que  antes  se  hallara:  no  existen  ya  dis¬ 
posiciones  incongruentes  embarazando  la  justicia  ci¬ 
vil;  tampoco  existe  el  arbitrio  del  juez  en  la  decisión 
de  las  causas  criminales. 

La  idea  liberal  gana  terreno,  en  mayor  ó  menor 
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grado,  en  la  organización  política;  y  á  su  sombra  se 
mejoran  los  cuerpos  de  derecho,  y  se  hacen  más 
fecnndas  y  protectoras  las  instituciones  judiciales. 
Al  lado  de  las  libertades  públicas  ocupa  su  puesto 
el  poder  judicial,  independiente,  distinto  del  que 
legisla  y  del  que  administra. 

El  espíritu  moderno  y  la  acción  del  tiempo 
siemjDre  saludable,  se  encargarán  de  seguir  inoculan¬ 
do  el  progreso  en  las  leyes  y  en  la  distribución  de  la 
justicia,  para  que  aquellas  y  ésta  sean  la  consagra¬ 
ción  mas  amplia  del  derecho. 

Conclin'o  ofreciendo  á  los  señores  Secretarios  de 
la  Academia  el  homen-ije  de  la  simpatía  con  (jue  soy 
su  muy  atento  servidor. 


Gromez  Carrillo ^ 

Académico  correspondiente. 


